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en respuestas estatales: policías y 
empresarios de la construcción durante 
el “boom” de los recursos en Perú

Participation of the private sector in State 
response: police and construction businesses 
during the resource boom in Peru

Luis García* y Esteban Valle-Riestra**

Resumen

El artículo explora la participación del sector priva-
do en la generación de una respuesta pública frente 
a actores que se convirtieron en retadores del mono-
polio de la violencia estatal, en el marco del último 
boom de los commodities en Perú. Cierta literatura, 
enfocada en las relaciones empresas-Estado, explica 
la preferencia de los empresarios por una política de 
seguridad con una estrategia formal y pública a par-
tir de factores como la proximidad ideológica con el 
gobierno, la gravedad de la amenaza a los negocios, 
el tipo de sector al que pertenece el empresariado, la 
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fortaleza organizativa de las firmas y la existencia de 
redes particulares. Sin bien estos elementos, en con-
junto, ayudan a entender el involucramiento priva-
do en respuestas a actores ilegales, el artículo resalta 
una explicación complementaria. Los empresarios 
tienen mayor interés en participar cuando, durante 
la etapa de implementación, establecen vínculos con 
capas medias y bajas de la burocracia, con el fin de 
entregar información y recursos necesarios para la 
respuesta estatal. La primacía de los vínculos es ilus-
trada mediante una narración y una comparación 
subnacional de la participación privada en las res-
puestas policiales a las extorsiones en el sector de la 
construcción, entre 2004 y 2015. 

Abstract

The article explores the participation of the pri-
vate sector in generating a public security response 
against actors that became the protesters of the state 
violence during the latest commodity boom in Peru. 
The literature highlights the significant threats to 
business, the institutional strength, the ideological 
coincidence with the government, and the ties with 
officials as determinants of business’ preference for 
formal and public strategies to defend their inter-
ests. Although these factors help to understand, on 
the whole, the participation of the private sector, we 
argue that the formation of linkages is a fundamen-
tal determinant for the co-production of security 
policy in Peru. The primacy of linkages is illustrated 
by a comparison between a narrative and a subna-
tional private participation in policing responses to 
extortions in the construction sector, between 2004 
and 2015.
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Históricamente, el Estado peruano –así como otros casos en Latinoa-
mérica– ha tenido serias dificultades para centralizar la violencia.1 
Persisten “zonas marrones”, donde “poderes privatizados” desafían 

el orden legal.2 Sin embargo, estas “zonas marrones” no se limitan a un terri-
torio ni son solo legados históricos; pueden abarcar determinados sectores 
sociales y surgir durante procesos de cambio económico acelerado. Tampo-
co son producto de una relación estrictamente bilateral entre el estado y sus 
desafiantes; por el contrario, basados en un enfoque de “estado-en-la-socie-
dad”,3 podríamos afirmar que se trataría de una relación cambiante a lo largo 
del tiempo y el territorio, en la que intervienen múltiples actores estatales 
y sociales, con posiciones tanto desfavorables como favorables al cumpli-
miento de la ley.

Este estudio se enfoca en este último tipo de actores. Nuestro objetivo es 
ilustrar, a través del caso peruano, el rol de las élites empresariales en la im-
plementación de respuestas estatales en seguridad ciudadana, en el marco 
del reciente boom de los recursos.4 Desde inicios del siglo XXI, el país atra-
vesó por un inédito ciclo de bonanza económica, al punto que entre 2004 
y 2013, la tasa de crecimiento del PIB anual fue de 5%.5 Sectores como la 
agroindustria, la minería y la construcción adquirieron un significativo di-
namismo.6 El gran empresariado asociado a estos sectores fue beneficiado y 
empoderado, en el marco de una política económica neoliberal mantenida 
desde las reformas de los años noventa. Pero no fueron los únicos que obtu-
vieron ganancias. Otros grupos sociales, menos concentrados, han buscado 
obtener réditos de este boom por fuera de la ley, de forma directa (a través, 
por ejemplo, de la minería informal) o indirecta (apropiándose de los exce-
dentes entre la población urbana mediante la extorsión).7 Por sus activida-

1  Kurtz, 2013; Soifer, 2015.

2  O’ Donnell, 1993.

3  Migdal, 2001.

4  En este artículo entendemos por implementación, en términos amplios, como el cum-
plimiento de una decisión política básica. Ver Sabatier y Mazmanian 1993, p. 329.

5  Ver cifras del Banco Mundial: https://bit.ly/2VQdAqX  

6  Ghezzi y Gallardo, 2013, Dargent, 2013, citado en Barrenechea y Sosa, 2014, p. 272.

7  Dargent, 2015, p. 14.

https://bit.ly/2VQdAqX%20
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des, estos grupos sociales han constituido retadores o desafiantes estatales: 
actores colectivos que disputan el monopolio del uso legítimo de la violencia 
por parte del Estado.8 Mineros ilegales en la Amazonía, extorsionadores de 
pequeños negocios en las ciudades del norte del país, traficantes de terrenos 
en zonas urbanas, contrabandistas en la frontera ecuatoriana y boliviana, o 
narcotraficantes aliados con remanentes senderistas son algunos ejemplos 
de actores colectivos que rechazan la capacidad del Estado peruano de pe-
netrar la sociedad civil y su territorio;9 y, más bien, usan sus recursos para 
capturar la burocracia estatal y usarla a su favor.10 

Ambos grupos fortalecidos por el “boom”, los grandes empresarios y los ac-
tores ilegales, mantienen en determinados territorios y sectores, intereses 
opuestos, cuando los últimos amenazan los negocios de los primeros. Podría 
esperarse que el sector privado, con el poder del capital, demande una res-
puesta estatal, una reacción desde el Estado ante los retadores, que podría 
consistir en una nueva política pública, mayor represión o un cambio cons-
titucional.11 No obstante, como enseña la literatura sobre las relaciones em-
presas-Estado, en la política de seguridad ciudadana, al igual que en otras 
políticas, existen otros determinantes para que los privados influyan sobre 
la toma de decisiones: además del poder económico, resaltan la coincidencia 
ideológica con el gobierno, el grado de amenaza percibida, el tipo de sector 
afectado, la capacidad de acción colectiva de los empresarios y la existencia 
de redes particulares. 

Sin negar el peso de estos factores en el involucramiento de los privados en 
una respuesta estatal a los retadores, en este artículo ofrecemos, sin embar-
go, una explicación complementaria. Los empresarios también tienen ex-
pectativas respecto a la capacidad del Estado para regular a los actores socia-
les. En un contexto donde la policía actúa de forma fragmentada frente a re-
tadores fortalecidos por el boom, el sector privado tendrá mayor interés en 

8  Eaton 2012, p. 648.

9  Ibídem, p. 649; Dargent 2014.

10  Durand, 2016; Dargent y Urteaga, 2017.

11  Eaton, 2012, p. 651. Aquí habría hacer una diferencia entre implementación y res-
puesta estatal. Mientras la implementación es la etapa posterior a la toma de una deci-
sión, la respuesta puede abarcar además de la ejecución, el diseño de una política o el 
cambio de una normativa.  
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presionar por una respuesta pública cuando existan vínculos con mandos 
intermedios y bajos de la policía,12 mediante los cuales entregan recursos 
administrativos, principalmente para el trabajo de inteligencia. A través de 
estos vínculos los empresarios suplen los recursos necesarios para la imple-
mentación de la respuesta estatal, garantizando además que no se dispersen 
a otros fines. Esta participación directa incrementa la confianza del sector 
privado para asumir riesgos y presionar por una respuesta pública. 

Sostenemos este argumento a través del estudio del caso de la producción 
conjunta, entre empresarios y policías, de una respuesta estatal en el sector 
de la construcción en Perú. Durante el último boom de los commodities, sin-
dicatos de la construcción disputaron el control de las rentas generadas por 
la expansión del sector mediante la extorsión a empresarios y el asesinato a 
dirigentes rivales.13 Este fenómeno surgió en un escenario donde la elabora-
ción de una política de seguridad ciudadana enfrentaba serias debilidades 
institucionales. Por una parte, gobernantes nacionales y subnacionales ca-
recían de interés para impulsar respuestas contundentes a estos desafíos; en 
algunos casos, incluso, se apoyaron políticamente en estos últimos.14 Por otra 
parte, la policía peruana (Policía Nacional del Perú, PNP) era incapaz de adap-
tarse al nuevo problema, ello como efecto de procesos truncos de reforma.15  

Pese a estas dificultades, pudo construirse en determinadas ciudades del 
país una respuesta estatal sostenible y con efectos significativos. En Lima 
Metropolitana y en la ciudad de Chiclayo, región Lambayeque, al norte del 
país, empresarios inmobiliarios de la Cámara Peruana de la Construcción 
(CAPECO), amenazados por las extorsiones, se aliaron con mandos interme-
dios de la PNP para implementar una respuesta al fenómeno. Esta respuesta 
se sostuvo en convenios que garantizaron la entrega frecuente de informa-
ción y recursos a la misma agencia responsable del cumplimiento de la ley, 

12  Amengual, 2016. 

13  En el artículo utilizamos el término “extorsión” como una traducción libre del concepto 
de labor-racketeering. En este los dirigentes sindicales asumen comportamientos 
criminales en los que la amenaza de violencia a los empresarios es la forma de chantaje 
para extraer recursos económicos particulares (Jacobs y Peters, 2003; Kleemans, 2007).

14  Melgar, 2017; Rojas, 2016; Saravia y Wiesse, 2014.

15  Defensoría del Pueblo, 2009; Instituto de Defensa Legal, 2015, pp. 71-79.



Estudios Sociales del Estado | Vol. 6 N° 12 - PP. 223 a 260 | 2do Semestre 2020 - ISSN 2422-7803

Re
se

ña
s

N
ot

as
A

rt
íc

ul
os

D
os

si
er

228

Participación del sector privado en respuestas estatales ...

la División de Protección de Obras Civiles (DIVPROC). De esta manera, los 
vínculos aseguraron el involucramiento del sector privado en la provisión 
de elementos necesarios para la respuesta de seguridad ciudadana.   

Algunas notas metodológicas. Nuestro marco temporal cubre desde el año 
2004, cuando se registraron las primeras evidencias del fenómeno, hasta el 
2015, en el que se consolida la unidad subiendo su estatus de Dirección a Di-
visión policial; asimismo, el período abarca las políticas de los últimos tres 
períodos presidenciales en Perú frente al fenómeno: Alejandro Toledo, Alan 
García y Ollanta Humala. Para sustentar nuestros argumentos, realizamos 
entrevistas a informantes clave, los cuales fueron seleccionados en base al 
grado de cercanía y participación en los eventos descritos y a su puesto de 
autoridad o representación dentro de sus organizaciones.16 La reconstruc-
ción de la secuencia y apreciación de las condiciones de la respuesta estatal 
ha demandado tomar las siguientes previsiones metodológicas.

Se trató de reconstruir los eventos por medio de la triangulación de la evi-
dencia.17 Esta proviene de distintas fuentes de datos: las entrevistas men-
cionadas, además de recortes de noticias de revistas y periódicos (tanto na-
cionales como regionales), declaraciones oficiales y revistas institucionales. 
Asimismo, tomamos como referencia la versión de cuatro tipos de actores 
sociales: los sindicatos, la cámara empresarial, la PNP y la sociedad civil. 
Dentro del ámbito sindical, fueron recogidos testimonios de dirigentes sin-
dicales de la Federación de Trabajadores de Construcción Civil del Perú (FTC-
CP), de la Confederación de Trabajadores del Perú (CTP) y de otros líderes de 
sindicatos no afiliados. En el sector empresarial, tomamos las versiones de 
empresarios y representantes de la Cámara Peruana de la Construcción (CA-
PECO). En la PNP, fueron entrevistados jefes policiales, en actividad y retiro, 
vinculados a la DIVPROC. Finalmente, para complementar la información, 
también fueron entrevistados representantes de organismos internaciona-
les, organizaciones no gubernamentales y periodistas encargados de la co-
bertura de la violencia en este sector.

El artículo está organizado de la siguiente manera. En la segunda sección 
ofrecemos una breve discusión sobre la construcción de respuestas del 

16  Marshall, 1996.

17  Yin, 2009, pp. 141-143.
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sector privado frente a contextos de deficiencias en la provisión de seguri-
dad pública en las zonas urbanas. Asimismo, presentamos la “teoría de vín-
culos” que nos ayuda a discernir cuáles son las condiciones que, durante la 
etapa de implementación, posibilitan una respuesta de seguridad ciudada-
na coproducida entre Estado y sociedad. La tercera parte muestra el caso a 
través del cual resaltamos la relevancia de estas condiciones. Ofrecemos una 
narración de los eventos que condujeron a la creación de la DIVPROC en la 
ciudad de Lima. Adicionalmente, realizamos una comparación subnacional, 
analizando los casos de Lambayeque y El Callao con el fin de explorar como 
los vínculos refuerzan o limitan la influencia de los empresarios sobre los 
agentes estatales. Cerramos el texto con algunas conclusiones. 

Determinantes de la participación privada en políticas de seguridad

En América Latina, las estrategias empleadas por los grandes empresarios 
para operar en contextos de violencia en zonas urbanas han sido variadas, 
algunas dentro del orden legal y otras contrarias a este.18 Estas estrategias 
difieren por el tipo de actor involucrado (estatal o privado) y los canales for-
males o informales mediante los cuales interactúan.19 Así, en el lado infor-
mal, las estrategias de los empresarios pueden consistir, por ejemplo, en 
campañas de “limpieza social” (cuando participan actores no estatales) o 
acciones de corrupción policial (cuando los empresarios se relacionan con 
agentes del Estado). En el ámbito formal se distinguen dos tipos de estra-
tegias: aquellas en las que los empresarios contratan empresas formales de 
seguridad; o en las que invierten dinero y otros recursos en políticas de pro-
visión de seguridad a cargo del Estado.20 

Los autores que han explorado la participación de los actores privados en 
políticas públicas orientadas al mantenimiento de la ley y el orden abordan 
esta última clase de estrategias. Estos autores, a partir de la literatura de las 
relaciones Estado-empresa,21 han generado explicaciones sobre las estrate-
gias de participación del sector privado en las políticas de seguridad y las 

18  PNUD, 2013, cap. 7. 

19  Moncada, 2013b, pp. 315-317.

20  Ibídem, 2013b, p. 316. Sin embargo, como veremos más adelante, esta última división 
es más porosa. 

21  Ver Haggard et al., 1997.
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razones por las que optan por estas por encima de otras, sean de naturaleza 
particularista o informal. A grandes rasgos, entre los determinantes que ex-
plican la participación se encuentran: i) la cercanía ideológica con el gobier-
no; ii) la gravedad de la amenaza del actor ilegal a sus negocios; iii) el tipo de 
sector económico perjudicado; iv) su capacidad de acción colectiva; y v) la 
formación de redes particulares.

En principio, se asume que los empresarios se involucran por la aproxima-
ción ideológica con gobiernos de derecha, quienes puede comprometerse de 
forma más creíble a usar los recursos dispuestos por los primeros y orientar-
los hacia a sus intereses.22 Un ejemplo de esta clase de argumentos los encon-
tramos en estudios sobre la represión policial en conflictos socioambienta-
les en Perú, donde las fuerzas del orden, respaldadas por el discurso oficial, 
actúan a favor de los intereses de las grandes compañías mineras.23 En esta 
lógica, el modelo neoliberal crea canales más fluidos, acceso e influencia en 
el Estado.24 Los empresarios confían que gobiernos favorables a la inversión 
privada y dependientes del capital respondan a sus expectativas.25

Un segundo tipo de determinante corresponde con el cálculo de las élites 
ante la aparición de amenazas, reales o percibidas, a sus intereses económi-
cos. La percepción de una crisis inmanejable de seguridad, que puede deve-
nir de legados de conflictos armados o de altos índices de criminalidad, crea 
una situación que amenaza “(…) la supervivencia de la élite económica y/o 
la habilidad del gobierno nacional para funcionar (…)”26. Estas amenazas 
fuerzan al sector privado a respaldar la imposición de las políticas de seguri-
dad del Estado o a demandar nuevas respuestas públicas.27 Cabe señalar que 
este argumento considera que las elites priorizan la inversión de seguridad 
por encima de otros servicios gubernamentales.28 En estas circunstancias, 

22  Fairfield, 2011; Hart, 2010, citado en Flores-Macías 2013.

23  Kamphuis 2011; Taylor y Bonner 2017; Earthrights Internacional et al., 2019.

24  Durand, 2006.

25  Véase Haggard et al., 1997, pp. 38-42.

26  Flores-Macías, 2013, p. 6, véase Doner et al., 2005.

27  Rettberg, 2007, Flores-Macías, 2013.

28  Fairfield, 2013, citado en Flores-Macías, 2013. La literatura sobre el policing, sin em-
bargo, ha cuestionado la pureza de la provisión de seguridad ciudadana como bien pú-
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los privados buscan hacer proyectos en conjunto con el Estado, pues este 
ofrece bienes públicos cuyos altos costos son distribuidos entre todos los ac-
tores de la sociedad.29

También se ha destacado la configuración institucional de las elites empre-
sariales como un tercer tipo de determinante. De un lado, los empresarios 
tienen motivaciones para participar en políticas públicas de seguridad de-
pendiendo de su ubicación en determinado sector económico. En esa línea, 
Moncada discrimina entre elites empresariales dedicadas a la producción de 
bienes de las de provisión de servicios para explicar –en parte– su influencia 
en la respuesta pública frente a la violencia urbana en Colombia.30 En cuarto 
lugar, la participación del empresariado necesita, además de motivaciones, 
recursos organizativos. Las élites empresariales participan cuando tienen la 
capacidad para actuar colectivamente, organizarse en asociaciones, cámaras 
y desarrollar canales oficiales para presionar al Estado. Rettberg incluye en 
su explicación de los acuerdos de paz en El Salvador, Guatemala y Colombia 
la capacidad de unidad de la élite empresarial para participar en el proceso 
y unificar opiniones sobre el mismo.31 Finalmente, algunos autores resaltan 
las redes “(…) canales formales e informales a través de los cuales grandes 
empresarios y funcionarios del gobierno interactúan unos con otros en la 
tarea de la gobernanza urbana”32. Estas redes pueden ser formales, como 
comisiones público-privadas; o informales, enraizadas en lazos personali-
zados.33 No menos importante, estos contactos pueden variar substancial-
mente entre unidades subnacionales.34

blico, por lo que su naturaleza es definida como “bien club” o “bien público local”. Ver 
Crawford, 2006; Loader y Walker, 2007.  

29  Saylor, 2012, p. 305.

30  Moncada, 2016. Aunque su modelo incluye otras variables en la relación sector pri-
vado-Estado.

31  Rettberg, 2007, pp. 465-466.

32  Moncada, 2016, p. 17.

33  Idem., véase Haggard et al., 1997, p. 53.

34  Locke, 1995, citado en Moncada, 2016, p. 18.
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Como veremos luego, estas explicaciones brindan importantes luces sobre 
los factores implícitos en la participación de los empresarios de construc-
ción en la respuesta estatal. Sin embargo, estos argumentos dejan también 
una cuestión a resolver. Si bien estos factores condicionan la demanda de 
políticas de seguridad, dependen además de la oferta de estas políticas. Los 
actores privados consideran en sus cálculos no solo los costos que representa 
una amenaza externa o la exigencia de actuar colectivamente, sino además 
el grado de confianza respecto a una respuesta efectiva por parte del Estado.

Así, las conclusiones de literatura sobre la relación empresa-Estado deben 
ser matizadas a la luz de la capacidad de este último actor para imponer sus 
decisiones en el territorio. Para empezar, los empresarios pueden desconfiar 
de la capacidad del Estado y de las agencias responsables de enfrentar las 
amenazas. En América Latina, las burocracias policiales son consideradas 
como cuerpos “incompletos”: inestables, politizadas y cooptadas por los ac-
tores que pretende regular35. Parte de la bibliografía sobre reforma policial 
resalta las deficiencias para castigar las faltas criminales y cómo la debilidad 
institucional contribuye a que las economías ilegales prosperen con impu-
nidad.36 A esta débil capacidad estatal para implementar una respuesta se 
añade factores sociales y políticos que inhiben (o fortalecen) una reacción 
frente a los desafiantes. Por un lado, en determinadas circunstancias, élites 
estatales puede renunciar a la regulación de un territorio (o sector económi-
co) si, a partir del cálculo que realizan, encuentran más pérdidas que ganan-
cias, dejando espacio libre para los retadores37. Incluso, cuando los sectores 
privados logran organizarse exitosamente, ciertas características clientela-
res del sistema político local pueden inhibir la forma en la que el aparato 
estatal regula la amenaza a sus intereses económicos, generando un retrai-
miento en la participación del actor privado38.

35  Muller, 2012; PNUD, 2013; Dewey, 2013.

36  Véase entre otros Arias et al., 2012; Basombrío, 2012; Costa y Romero, 2011; Costa 
y Neild, 2007; Dammert y Bayley, 2005; Fruhling, 2009a; 2009b; Hinton, 2006; PNUD 
2013; Uildriks, 2009. 

37  Slater y Kim, 2015.

38  Moncada 2016; véase Holland 2014.
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Los vínculos societales

Dado que el Estado, por incapacidad u otros factores, no implementa sus 
decisiones de forma automática, resulta valioso también considerar en qué 
momento el sector privado logra intervenir en la producción de la respuesta. 
Se ha identificado que en América Latina los grandes empresarios se involu-
cran en distintas etapas de la elaboración de políticas de seguridad, brindan-
do recursos al Estado en forma de tributos,39 exigiendo respuestas públicas 
a través de campañas de presión mediática,40 interviniendo en plataformas 
consultivas,41 recopilando y brindando datos,42 financiando directamente 
programas sociales de intervención en barrios,43 o supliendo insumos bá-
sicos como gasolina, vehículos o comida.44 Mecanismos de intervención en 
políticas tan diferentes como los lobbies a legisladores y la entrega de finan-
ciamiento a los policías (que corresponden a etapas distintas del ciclo de po-
líticas) tienen también consecuencias distintas sobre la expectativa de los 
empresarios respecto a la capacidad del Estado para ejecutar la respuesta. 

Esta expectativa puede crecer cuando los empresarios intervienen directa-
mente en la implementación de la respuesta estatal. En esta etapa, la forma-
ción de vínculos directos con capas intermedias o bajas de la administración 
constituye un factor complementario que explica la participación privada 
en una respuesta pública a los retadores. Los vínculos son canales por los 
cuales transitan a organizaciones policiales recursos e información necesa-
rios para la operatividad de las respuestas. Estos “vínculos societales” son 
“procesos rutinizados de consulta y arreglo” con los mismos enforcers.45 Su 
valor reside en que conectan grupos sociales interesados en el enforcement 
(los “grupos de interés”) directamente con las agencias responsables de la 
aplicación de la sanción. Los vínculos permiten que el sector privado inter-

39  Flores-Macías, 2013.

40  Dargent y Urteaga, 2017, p. 672.

41  Moncada, 2016; Rettberg, 2007. 

42  PNUD, 2013, pp. 142-143.

43  Llorente y Rivas, 2005.

44  Ungar, 2011; Kamphuis, 2011.

45  Amengual, 2016, pp. 50-51 (traducción a cargo del autor).
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venga directamente en la ejecución de la respuesta. De otro lado, los recursos 
y la información no “desciende” desde la cúspide de la jerarquía del Estado; 
estos fluyen entre los empresarios y agencias que se encuentran en la escala 
media o baja de la estructura policial. En ese sentido, los vínculos se diferen-
cian de las redes personalistas, en tanto los primeros son arreglos formales, 
involucrando a una o más agencias; también se diferencia de mesas de diá-
logo entre empresarios y autoridades, pues comprenden, más bien, el con-
tacto directo de los actores sociales con los burócratas de “nivel de la calle”.46 

Algunos ejemplos de estas cooperaciones “público-privadas” en América La-
tina los encontramos en el ya citado informe del PNUD del 2013.47 En Perú 
hay antecedentes de estos vínculos, en la forma de convenios entre el sec-
tor privado y la policía. Un primer tipo de convenio fue formalizado entre 
la institución policial y la Asociación de Bancos, para la protección de esta 
última. Este se concretiza en la entrega de equipos y el financiamiento de la 
capacitación a una unidad policial –las “Águilas Negras”-. Las actividades de 
esta agencia han tenido un importante impacto y, como veremos, ha sido el 
antecedente inmediato del vínculo de los empresarios de construcción con 
la policía.48 Por otro lado, en los últimos años, en el contexto de la conflicti-
vidad social, empresas mineras han firmado Convenios Marco en el que re-
tribuyen infraestructura, logística y salarios a miembros de la policía, como 
medida de contención frente a protestas y bloqueos de carreteras.49 En este 
caso, sin embargo, el calificativo de “respuesta pública” podría ser puesto en 
duda: además de que las actividades de represión signifiquen, en la práctica, 
la privatización de la función policial,50 los protestantes retan la decisión del 
gobierno y no la legitimidad del Estado para imponer sus decisiones.51

Los vínculos societales, como un tipo de arreglo institucional Estado-socie-
dad, reducen los riesgos de la inversión privada en seguridad estatal al garan-

46  Lipsky, 1980.

47  PNUD 2013, pp. 142-143. Ver también Ungar, 2011.

48  Costa, Briceño y Romero, 2008, p. 99.

49  Saldaña, 2014. 

50  Earth Rights International et al., 2019.

51  Eaton, 2012, p. 647.
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tizar a los empresarios el control sobre parte de la implementación de las po-
líticas públicas.52 Al tratarse de un contacto inmediato con los funcionarios, 
los vínculos aminoran los problemas de acción colectiva.53 Para los empre-
sarios, el riesgo que supone entregar recursos al Estado y la incertidumbre 
sobre su uso apropiado se reduce con la recurrencia de consultas, el acompa-
ñamiento en su ejecución y el aprendizaje mutuo con los mismos burócratas 
encargados de la sanción. Esta conexión permite que estos grupos sociales 
monitoreen y supervisen el empleo de los recursos invertidos por las agen-
cias estatales.54 Adicionalmente, los vínculos permiten concentrar recursos 
administrativos dispersos en un sector del Estado: logran conectar actores 
empresariales con agencias específicas. Generan “exclusividad” del personal 
dispuesto a combatir a los desafiantes, así como cierta especialización en las 
operaciones realizadas. 

En síntesis, factores como la cercanía ideológica, la amenaza de seguridad, 
el tipo de sector amenazado, la capacidad de acción colectiva y a la exis-
tencia de redes crean las condiciones necesarias para que los empresarios 
inviertan tiempo y recursos en una respuesta de seguridad pública dentro 
de los marcos formales, antes que en respuestas informales y desarticula-
das.55 No obstante, consideramos que los vínculos poseen un rol predomi-
nante en la explicación de la participación privada, tal como ilustra nuestro 
caso de estudio. Ello porque, en primer lugar, aumentan la influencia de 
empresarios aun cuando el poder de estos y su capacidad para presionar 
colectivamente sea relativamente menor frente a otros actores políticos o 
sociales.56 Como señala Amengual, incluso grupos sociales con capital fi-
nanciero y organizativo menor tienen mayores oportunidades de influir en 

52  Flores-Macías, 2013. 

53  Marquette y Peiffer, 2015, p. 5.

54  Cabe indicar que existe un trade-off entre la acción colectiva exitosa y el número de 
beneficiarios: aquella es por lo general excluyente, exclusiva y jerárquica; ver Marquette 
y Peiffer, 2015, p. 4. En estos casos, la efectividad de la ley se transforma en un bien cuyo 
consumo, si bien no tiene un costo, es limitado; véase Loader y Walker, 2007, pp. 146-
151.

55  En este artículo mencionamos la política pública de seguridad y orden sin hacer 
distinción entre su naturaleza, que puede ser participativa o de impositiva (“mano dura”) 
(Moncada, 2016).  

56  Amengual, 2016.
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la implementación de la política porque participan activa y directamente 
en la coproducción de la misma, gracias a los vínculos. 

En segundo lugar, la existencia de vínculos favorece la participación conti-
nua de los empresarios en una respuesta estatal a la ausencia de seguridad, 
aun cuando el gobierno y los empresarios no tengan, inicialmente, preferen-
cias similares.57 La ausencia de estos vínculos, por el contrario, aunque no 
restringe por completo el involucramiento de los empresarios en las políti-
cas de seguridad, podría dar pie a respuestas aisladas por parte del sector 
privado.58 En estos casos, donde los vínculos son frágiles o inexistentes, la 
participación del empresariado depende de la presencia favorable de otros 
determinantes, como su capacidad organizativa o la coincidencia ideológi-
ca con el gobierno, así como la ausencia de otros, como el interés explícito 
del Estado en dejar de regular un sector económico o un territorio. 

La respuesta policial frente a desafiantes en el sector de la 
construcción en Perú

En lo que sigue exponemos la relevancia de los vínculos para la inversión de 
los empresarios en una respuesta pública. En primer lugar, mediante una 
narración detallamos el proceso creación de la DIVPROC en Lima Metropo-
litana. Resaltamos cómo la respuesta no fue sostenible sino hasta la forma-
ción de canales entre empresarios de CAPECO y la policía, a través de la im-
plementación de una agencia. En segundo lugar, realizamos una compara-
ción subnacional entre las jurisdicciones de Lima Metropolitana, El Callao y 
Lambayeque, zonas donde se extendió la violencia, particularmente, las ex-
torsiones en las obras. Buscamos evidenciar cómo los vínculos incremen-
tan o reducen la influencia de los empresarios en las burocracias estatales. 
Para poner en contexto nuestros casos, en esa sección describimos breve-
mente la dinámica de la violencia en el sector de la construcción civil y la 
situación en la que se hallaban los actores intervinientes durante nuestro 
periodo de análisis. 

57  Moncada, 2016, pp. 17-19.

58  Idem.
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La violencia y los actores 

De acuerdo con las fuentes consultadas, la violencia tuvo como origen la 
expansión que experimentó el sector en respuesta a la demanda de bienes 
raíces y al aumento de la inversión pública en infraestructura; el llamado 
boom de la construcción.59 Este fenómeno tuvo un efecto disruptivo sobre la 
dinámica de las relaciones sindicales. Alentó la competencia entre sindica-
tos opositores y abrió espacios para el ingreso de organizaciones criminales. 
A su vez, sobrepasó la capacidad de control policial, afectando el desarrollo 
económico del sector. 

El actor principal dentro del campo sindical es la Federación de Trabajado-
res de Construcción Civil del Perú (FTCCP). También es el principal afectado 
por la violencia. La federación fue una de las pocas organizaciones sindica-
les peruanas con una fuerte tendencia marxista que logró sobrevivir a las 
políticas de ajuste neoliberal de la década de 1990.60 Debido a que la FTCCP 
agrupa y representa a la mayor parte de sindicatos del sector a nivel nacio-
nal, centraliza la llamada “negociación por rama de actividad”, la cual con-
siste en un mecanismo de negociación colectiva entre los sindicatos y los re-
presentantes de los empresarios de la construcción, en vez de negociaciones 
individuales en cada empresa u obra.61 La FTCCP es responsable de negociar 
con los empresarios agrupados en la Cámara Peruana de Empresarios de la 
Construcción (CAPECO) los salarios de los obreros de los sindicatos a los que 
representa, razón por la cual percibe una “cuota sindical” que maneja y re-
distribuye a través de servicios hacia sus afiliados. 

Debido a su posición como actor económico determinante, su orientación 
política y los recursos que administra, la FTCCP ha mantenido una dinámi-
ca de continua disputa con distintos grupos. En el campo sindical, existen 
desde hace décadas organizaciones con afiliaciones políticas distintas y con 
posturas críticas de la administración de la FTCCP que desconocen su au-
toridad; entre ellas, la más notoria es la Confederación de Trabajadores del 
Perú (CTP), cercana al Partido Aprista Peruano. En el campo económico, al 

59  El PBI del sector pasó de representar 4,8% del PBI nacional el año 2006 al 6,8% en el 
2013 (Fuente: INEI).

60  Mejía, 1998.

61  Couso, 2017.
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representar intereses opuestos, la FTCPP y CAPECO mantienen una relación 
antagónica, la cual se refleja en negociación anual de la tabla salarial.  

No obstante, el boom inmobiliario rompió este equilibrio y provocó la emer-
gencia de nuevos actores. Aparecieron los llamados “sindicatos paralelos”; 
agrupaciones que, alentadas por las ganancias que se podían obtener por 
fuera de los convenios establecidos por la FTCCP y CAPECO o incluso la CTP, 
buscaban negociar con los empresarios de manera directa. Los sindicatos 
paralelos fueron prontamente cooptados por organizaciones criminales que 
utilizaban registro sindical como fachada legal para extraer rentas de los 
empresarios y los obreros mediante la extorsión. Paradójicamente, la ins-
cripción como sindicato les brindó protección a sus actividades ilícitas. 

La infiltración de estos organismos propició un escenario de disputas vio-
lentas por el control de estas ganancias. Las confrontaciones eran frecuente-
mente resueltas mediante el asesinato.62 Solo en la FTCCP, 16 de sus dirigen-
tes fueron asesinados entre los años 2011 y 2016.63 Al interior de las obras, 
los sindicatos paralelos obtenían rentas a través de tres modalidades: 1) el 
cobro de un porcentaje del valor total de la obra a los empresarios, 2) la exi-
gencia de contratación de un resguardo del sindicato para la protección de la 
obra, y 3) el cobro de cupos a los afiliados del sindicato.64 El incumplimiento 
era castigado con el hostigamiento o destrucción del material de la obra. 

Dentro de este escenario, la Policía Nacional del Perú (PNP) aparecía como 
una institución con severas limitaciones para atender el problema de la vio-
lencia al interior del sector de la construcción civil. La forma en la que está 
organizada la PNP resultaba un primer obstáculo. La PNP es una organiza-
ción centralizada, dependiente del Ministerio del Interior, cuyos recursos 
se distribuyen de manera desigual entre los diferentes brazos institucio-

62  Carlos Mejía, comunicación personal, Lima, 20 de octubre de 2014; Luis Villanueva, 
comunicación personal, Lima, 13 de noviembre de 2014. Ver también Informe provisio-
nal - Informe núm. 371, marzo de 2014, Organización Internacional del Trabajo (OIT). 
Recuperado de https://www.ilo.org/dyn/normlex/es/f?p=NORMLEXPUB:50002:0::-
NO::P50002_COMPLAINT_TEXT_ID:3171983  

63  La República (2016), “16 dirigentes de construcción civil fueron asesinados desde el 
2011”. Recuperado de https://goo.gl/gNkdcx 

64  Para una descripción de las modalidades, ver Arias, 2010. 

https://goo.gl/gNkdcx
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nales. Esta cuenta con direcciones nacionales que cumplen funciones es-
pecíficas y que reciben distintos niveles de prioridad. Por ejemplo, tanto 
las agencias antinarcóticos como las de lucha contra el blanqueo de dinero 
manejan fondos sustanciales y poseen recursos de primer nivel, mientras 
que la mayoría de las comisarías, las cuales se encargan de la seguridad 
pública en el ámbito local, sobre quienes correspondería contrarrestar la 
violencia inter-sindical en sus sectores, no cuentan con suficiente perso-
nal ni infraestructura adecuada.65 

Según reportes producidos por agencias estatales y estudios académicos 
concurrentes a nuestro periodo de análisis, la PNP no contaba con suficien-
tes recursos básicos para su funcionamiento cotidiano, como alojamiento, 
vehículos, gasolina o agua potable.66 Siguiendo a Costa et al.,67 para el año 
2007, durante el auge de la violencia en construcción civil, podía caracte-
rizarse a la PNP como una institución con personal insuficiente (en Lima 
había 1 policía por cada 522 habitantes), trabajando en un régimen laboral 
inadecuado (régimen 24x24) y con medios de transportes escasos para el 
patrullaje (1 vehículo por cada 11 efectivos).68 Incluso, el mismo fracciona-
miento territorial creaba dificultades para emprender acciones coordinadas.

La PNP se organiza territorialmente en regiones policiales circunscritas al 
ámbito geográfico de la región política a la que pertenecen. Existe una par-
ticularidad con respecto a las regiones Lima y Callao. Dentro de la región 
Lima existen dos regiones policiales: una para Lima Metropolitana y otra 
para atender el conjunto de provincias anexas. En el caso de la región Callao, 
a pesar de formar un extenso conglomerado urbano con Lima Metropoli-
tana, posee una región policial propia. Cada región policial es responsable 
de la seguridad pública en su área de manera independiente. En la práctica, 
sin embargo, los problemas suelen afectar estas regiones de manera simul-
tánea. La PNP no cuenta con suficientes recursos para mantener divisiones 

65  Noam López, comunicación personal, Lima, 16 de octubre de 2014.

66  López y Tuesta, 2015; Defensoría del Pueblo, 2014.

67  Costa et al., 2008.

68  Idem. El régimen 24x24 consiste en un día de descanso por cada día de servicio rea-
lizado. Este régimen afecta la calidad del servicio policial debido a que los efectivos pres-
tan su día de franco al sector privado, generando una carga de trabajo excesiva. 
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especializadas contra el crimen en el sector construcción civil al interior de 
cada región policial.69

La expansión de la violencia, sostenida en la protección que le brindaba el 
vacío legal, y la incapacidad policial para frenarla produjeron efectos per-
judiciales para los empresarios del sector afiliados a CAPECO. Fundada en 
1958, CAPECO mantiene un nivel de institucionalidad relevante y el boom 
de la construcción reforzó el poder de influencia de la cámara empresarial. 
Grandes y medianos empresarios encuentran en esta cámara los mecanis-
mos de coordinación necesarios para alcanzar sus objetivos en el sector, 
coordinar sus relaciones con los sindicatos, así como con autoridades na-
cionales. Sin embargo, a medida que la violencia recrudecía, los empresa-
rios afiliados a percibían que sus ganancias se reducían debido a los costos 
que en seguridad que debían asumir o los pagos que debían entregar al ser 
blanco de extorsiones. 

La violencia afectaba con mayor énfasis a los pequeños y medianos empre-
sarios. CAPECO agremia a la mayoría de las empresas de construcción for-
males del país, tanto de mediano como de gran capital. Según voceros de la 
cámara,70 a diferencia de las grandes compañías constructoras, este grupo 
de medianos empresarios no podía costear la contratación de personal de 
seguridad privada en las dimensiones requeridas para repeler las extorsio-
nes y los ataques masivos en cada una de las obras. Asimismo, para ellos la 
contratación de personal colocado por el sindicato afectaba el avance de las 
obras; según su experiencia, no trabajaba al mismo ritmo que los demás. 
Ante la desprotección que sufrían, estas empresas empezaron a incluir den-
tro de sus tasaciones el pago a los sindicatos de construcción, encareciendo 
el valor de las obras o reduciendo significativamente sus ganancias71.

69  Noam López, Lima, 16 de octubre de 2014 (Luis García). Cabe puntualizar, en línea 
con Dargent et al. (2017) que durante el boom de los recursos se incrementó de forma 
significativa el presupuesto a la policía nacional, aumentando, a su vez, el número de 
puestos policiales en el territorio. Esto, no obstante, y como resaltan los mismos actores, 
no se tradujo en una mayor regulación de las actividades de los nuevos desafiantes; es-
tos últimos también se fortalecieron sobrepasando, en términos relativos, la capacidad 
del Estado peruano.    

70  Pedro Péndola, comunicación personal, Lima, 28 de febrero de 2017.

71  En obras grandes, pagar la extorsión del 1% o 2% del valor de la obra puede signifi-
car una pérdida de millones de soles.
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Consolidación de respuesta policial: Lima 

El “Plan Ladrillo” (2005-2010)

La primera iniciativa del Estado para contener la violencia en el sector fue el 
llamado “Plan Ladrillo”, ejecutado en Lima Metropolitana entre los años 2005 
y 2006. El plan consistía en la identificación de los delincuentes infiltrados en 
los sindicatos paralelos, su seguimiento y orden de captura. Fue una iniciati-
va respaldada por la dirigencia de CAPECO y de la FTCCP, con la participación 
de los ministerios de Vivienda, Trabajo e Interior (MININTER). Pero según las 
fuentes de ambas organizaciones, el Plan Ladrillo no tuvo resultados sustan-
tivos y no pudo ser sostenido a mediano plazo. Debido a las características de 
su propio diseño.72 Según las fuentes policiales, la respuesta a través de este 
plan se limitó a la inyección de recursos de la institución en la Región Policial 
Lima para la ejecución de operativos. Dentro de los procedimientos policiales, 
la característica de los operativos es que se realizan por un periodo delimitado 
de tiempo y en áreas específicas;73 una estrategia inadecuada para detener las 
extorsiones y la violencia en las obras dado que estas tienen una naturaleza 
recurrente y requieren de una presencia policial constante. 

Coincidentemente, según Walter Piazza, gerente general de COSAPI, una de 
las principales empresas constructoras del país y presidente de CAPECO en-
tre los años 2010 y 2012, no hubo de parte del Estado un interés firme por 
resolver el problema. Se exigía a los empresarios del sector colaborar denun-
ciando a los delincuentes; sin embargo, el apoyo policial posterior era escaso 
y exponía a los denunciantes a posibles represalias. Según su apreciación, 
“(…) el Plan Ladrillo buscaba comprometer a las empresas a no pagar extor-
siones, pero no tenía un apoyo policial detrás. Esto hizo que no funcionara”.74 

En la gestión del presidente Alan García (2006-2011), el gobierno tuvo una 
aproximación distinta respecto al problema de la violencia en el sector. Se 
observó el fenómeno como un enfrentamiento netamente entre sindicatos, 
el cual debía ser resuelto entre los dirigentes, y no como un problema deri-

72  Victor Gandolfo, comunicación personal, Lima, 14 de octubre de 2014; Carlos Mejía, 
comunicación personal, Lima, 20 de octubre de 2014.

73  Ricardo Munaylla, comunicación personal, Lima, 25 de marzo de 2015.

74  Walter Piazza, comunicación personal, Lima, 18 de marzo de 2015.
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vado del ingreso de organizaciones criminales en el sector.75 Esta visión se 
oponía a la perspectiva de la FTCCP, para el cual este era un problema que 
debía ser atendido mediante una intervención policial. Según la FTCCP,76 el 
gobierno de García tuvo un interés declarado por socavar la institucionali-
dad de la FTCCP en favor de los sindicatos afines a sus intereses políticos. De 
acuerdo con las fuentes consultadas, se dieron facilidades al interior del Mi-
nisterio de Trabajo para la inscripción de nuevos sindicatos.77 Sin embargo, 
el efecto colateral de esta política fue permitir que las organizaciones crimi-
nales contaran con facilidades para esconderse tras una fachada sindical. 

Entre los años 2009 y 2010, según las fuentes sindicales, la FTCCP y la CTP 
fueron sobrepasadas por los sindicatos paralelos. Por otra parte, la incapaci-
dad de la policía para contrarrestar el aumento de la criminalidad persistía. 
Si se lograba capturar a 20 o 30 personas durante el ataque a una obra, no ha-
bía personal suficiente para realizar los atestados policiales en las 24 horas 
posteriores a la detención. Tampoco había unidad de criterios en las comi-
sarías para intervenir en casos relacionados con la construcción civil; cada 
comisaría imputaba delitos distintos (con mayor frecuencia la alteración 
del orden público que el delito de extorsión), lo que permitía la impunidad 
de los delincuentes. La labor de inteligencia sobre los integrantes de las ban-
das y sus radios de acción era escasa o se hallaba dispersa; en consecuencia, 
el conocimiento de las modalidades de extorsión de los sindicatos era inci-
piente.78 Predominaban las relaciones de compadrazgo y amistad entre po-
licías de las comisarías y delincuentes en vez de una labor independiente.79 

75  Ver Informe provisional - Informe núm. 371, marzo de 2014, Organización Interna-
cional del Trabajo (OIT). En: https://goo.gl/nm3Ayl   

76  Carlos Mejía, comunicación personal, Lima, 20 de octubre de 2014.

77  Se pudo corroborar un aumento del número de sindicatos del sector registrados en 
el Ministerio de Trabajo. Al año 2006, se registraron 29 sindicatos, mientras que para el 
año 2011 se registraron 123. Es necesario señalar que uno de los reclamos políticos del 
FTCCP es consolidar una lista de sindicatos formales, depurar los sindicatos infiltrados 
por mafias, e incluir mayores filtros para la inscripción sindical. 

78  Ricardo Munaylla, comunicación personal, Lima, 25 de marzo de 2015.

79  Pedro Péndola, comunicación personal, Lima, 28 de febrero de 2017.

https://goo.gl/nm3Ayl
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Ante el aumento de la violencia, por presión de la Federación y –principal-
mente– de CAPECO, el Plan Ladrillo fue reactivado a inicios del 2009.80 Pero, 
aun así, los actores percibían que el Estado no respondía eficazmente pese a 
los estragos que las mafias infiltradas en los sindicatos paralelos causaban 
en el sector. Los empresarios empezaron a impacientarse. Según el Coronel 
(r) Ricardo Munaylla,81 la coyuntura era crítica por las dimensiones que ha-
bía alcanzado la violencia: “[en e]l año 2010 la situación era imposible, in-
cluso CAPECO estaba poniendo contra las cuerdas al ministro del Interior 
[Octavio Salazar], diciéndole que si no les daba una solución iban a abando-
nar las obras, y eso era abandonar la inversión y el desarrollo”. 

La creación de la DIVPROC (2010-2014)

En el año 2010, se decidió lanzar una respuesta más contundente para 
contener la violencia. Nació la idea de canalizar la intervención policial a 
través de una agencia especializada en esta tarea, para superar la fragmen-
tación y el carácter esporádico que tenían las acciones que se ejecutaban 
a través del Plan Ladrillo. No obstante, la diferencia más resaltante res-
pecto a la estrategia anterior fue que en esta ocasión se buscó involucrar 
de manera activa a los distintos actores afectados con el fin de sostener la 
respuesta policial a través del tiempo; de manera particular, la cámara de 
empresarios de la construcción. 

En ese sentido, desde el lado de policía, los diagnósticos indicaban la necesi-
dad de focalizar los esfuerzos a través de la creación de una unidad policial 
que estuviera dedicada exclusivamente a detener y prevenir la violencia y 
las extorsiones en el sector. Dentro de la institución, el coronel Munaylla, un 
policía con amplio conocimiento del fenómeno, que contaba con experien-
cia interviniendo en grescas en las construcciones civiles cuando operaba 
en la Unidad de Servicios Especiales (USE), fue seleccionado para liderar esta 
estrategia. Sobre la base de su experiencia, Munaylla consideró que la unidad 
debía apuntar a contener los brotes de violencia intersindical en las obras, 
pero, en simultáneo, generar también las fuentes de inteligencia necesarias 
para distinguir a los sindicatos legales de aquellos infiltrados por mafias.

80  Víctor Gandolfo, comunicación personal, Lima, 14 de octubre de 2014.

81  Ricardo Munaylla, comunicación personal, Lima, 25 de marzo de 2015.
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Para empezar a operar con eficiencia la unidad requeriría recursos básicos 
que –Munaylla reconocía– no podían obtener de manera inmediata a través 
del sistema de compras públicas: armas no letales, muebles, equipos elec-
trónicos, vehículos, entre otros elementos necesarios para pertrechar a los 
efectivos policiales.82 Ante estas carencias, Munaylla buscó el apoyo de CA-
PECO. Tras conocer los planes de la PNP para combatir el fenómeno, los re-
presentantes de la Cámara aceptaron apoyar la iniciativa.83 Sin embargo, en 
esta ocasión el apoyo dejó de tener un carácter simbólico como en el pasado 
y se convirtió en un apoyo material con la compra y donación de los equipos 
necesarios para la implementación de la unidad, que recibiría el nombre de 
División de Protección de Obras Civiles (DIVPROC). En mayo de aquel año, 
el MINITER y la Cámara firmaron el acuerdo de cooperación interinstitucio-
nal, haciéndose efectivo ese mes una primera donación valorada en 400 mil 
soles (aprox. US$ 140 mil).84

Desde el lado de CAPECO, la decisión de apoyar esta nueva iniciativa policial 
coincidía con un cambio en la disposición de la cámara. La elección de Wal-
ter Piazza como presidente de CAPECO trajo consigo un renovado interés 
por apoyar los esfuerzos del Estado por combatir la violencia y las extor-
siones.85 La gestión de Piazza asumió este compromiso como una forma de 
favorecer a las medianas compañías asociadas a CAPECO, el sector más vul-
nerable a las extorsiones. Su gestión brindó un respaldo significativo a las 
iniciativas de este grupo de empresas. Estas empresas, representadas por el 
empresario Pedro Péndola, habían sostenido reuniones con las autoridades 
judiciales, policiales y políticas durante los últimos años, sin obtener resul-
tados satisfactorios86. 

82  Idem.

83  Walter Piazza, comunicación personal, Lima, 18 de marzo de 2015.

84  Sustentado en el “Convenio Marco de Cooperación entre el Ministerio del Interior 
y la Cámara Peruana de la Construcción”. Tipo de cambio Nuevos Soles 2.8 x 1 US$ 
(Fuente: SUNAT). 

85  El primer Convenio fue firmado durante la presidencia de Piazza. Ver también Ger-
mán Loyaga: “Walter Piazza: Ha sido un honor presidir CAPECO”. Noticias, COSAPI. To-
mado de https://www.cosapi.com.pe/Site/Index.aspx?aID=889  

86  Pedro Péndola, comunicación personal, Lima, 28 de febrero de 2017.

https://www.cosapi.com.pe/Site/Index.aspx%3FaID%3D889%20
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Asimismo, la gestión de Piazza observó la necesidad de contar con un asesor 
que conociera el lenguaje y prácticas de la policía para coordinar la coopera-
ción entre la institución y la cámara. En base a ello, se contrató los servicios 
del general PNP (r) Víctor Gandolfo, quien inmediatamente intervino en las 
negociaciones y brindó capacitaciones a los asociados para enfrentar posi-
bles escenarios de extorsiones.87 En ese sentido, la nueva estrategia policial 
logró convencer a una cámara empresarial que ya contaba con canales abier-
tos de diálogo con el gobierno y con un conocimiento especializado sobre la 
dinámica del fenómeno. CAPECO coincidía internamente en que el proble-
ma debía ser atacado a partir de una intervención focalizada y sostenida.  

Con los recursos donados por CAPECO, la DIVPROC empezó a realizar inter-
venciones en la Región Policial Lima. La unidad contó inicialmente con 400 
efectivos provenientes de las distintas unidades policiales, principalmente 
de la USE. Siguiendo las órdenes de Munaylla, fueron creadas tres divisiones: 
una encargada de realizar acciones de Patrullaje Preventivo, otra de Inteli-
gencia y finalmente de Investigación Criminal. La DIVPROC buscó mediante 
el diálogo y la intimidación aplacar la violencia en el sector. Una vez mar-
cado el territorio de la unidad policial, se sostuvieron reuniones periódicas 
con los principales líderes sindicales, incluso aquellos abiertamente vincu-
lados a mafias, para alertar a sus afiliados que estaban siendo vigilados por 
la división. Pero, en simultáneo, la DIVPROC dio prioridad a las labores de 
inteligencia mediante la infiltración de agentes en las obras para identificar 
y capturar a los delincuentes en pleno desarrollo del delito. 

En su primer año las estadísticas de la división mostraron resultados signi-
ficativos: intervenciones a 1915 personas (de ellos, 618 en delito flagrante) 
y la desarticulación de 19 bandas criminales.88 Los resultados continuaron 
en los años siguientes logrando –en la percepción de los empresarios entre-
vistados-89 reducir las extorsiones y hacer infrecuentes los enfrentamientos 
abiertos en las obras en la capital. Pero más allá de las cifras, el trabajo de la 

87  Walter Piazza, comunicación personal, Lima, 18 de marzo de 2015; Pedro Péndola, 
comunicación personal, Lima, 28 de febrero de 2017. 

88  Fuente: DIVPROC.

89  Walter Piazza, comunicación personal, Lima, 18 de marzo de 2015; Pedro Péndola, 
comunicación personal, Lima, 28 de febrero de 2017. Ver también “CAPECO busca frenar 
la violencia en obras”. Revista Construcción e Industria N° 291, enero 2014. 
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DIVPROC, que prosiguió bajo el mando del coronel Munaylla hasta el 2013, 
asentó una relación de confianza entre el empresariado y la PNP. En palabras 
de Péndola: “(…) cuando no hay un convenio [con la PNP] o una unidad espe-
cífica, el apoyo que das [desde la cámara constructora] se diluye. En cambio, 
si eso lo delimitas a una unidad específica, puedes capacitar [a los policías], 
darles equipamiento de última generación, alentarlos, apoyarlos (…). [En 
otras palabras], conseguir una empatía entre la policía y nosotros.”90 Dados 
los resultados y la relación sostenida, CAPECO continuó cooperando con la 
PNP a través de la DIVPROC.91

Variación territorial de la respuesta: casos subnacionales

De manera concurrente a la respuesta policial en Lima, el fenómeno de 
la violencia se extendió progresivamente hacia a otras áreas del país. Dos 
de las más destacadas fueron la ciudad de Chiclayo, capital de la región 
Lambayeque, en la costa norte del país, y en El Callao, región anexa al área 
metropolitana de Lima. En ambos casos, el boom de la construcción tam-
bién se expresó en un aumento de obras públicas y privadas, la aparición 
de sindicatos paralelos y en el aumento de extorsiones, disputas y asesina-
tos a líderes sindicales. Sin embargo, las respuestas contra la violencia en 
estas áreas fueron disímiles respecto a la articulación de los actores socia-
les involucrados y, por lo tanto, también en sus resultados. En Chiclayo, se 
articuló una respuesta policial por presión de los empresarios locales de 
construcción, la cual redujo la incidencia de la violencia y las extorsiones. 
En cambio, en El Callao, no hubo una intervención similar que detuviera el 
espiral de violencia debido a impedimentos jurisdiccionales y los vínculos que 
mantenían las autoridades regionales con los sindicatos asociados a las mafias.

90  Pedro Péndola, comunicación personal, Lima, 28 de febrero de 2017.

91  José Saavedra, comunicación personal, Lima, 17 de octubre 2014. El convenio Marco 
tuvo una duración de tres años, luego del cual fue renovado aun con los cambios de go-
bierno y de directiva en CAPECO; en noviembre de 2012 se suscribió la primera adenda 
al Convenio de Cooperación Interinstitucional entre el Ministerio del Interior y la Cámara 
Peruana de la Construcción, extendiendo la alianza por cuatro años más.
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Lambayeque

La región de Lambayeque fue una de las más golpeadas por las extorsiones 
y violencia en las obras. Entre los años 2010 al 2012 las mafias infiltraron 
una serie de grandes proyectos de infraestructura pública, siendo la prin-
cipal la mafia llamada “La Gran Familia”, liderada por Ángel León Arévalo, 
alias “Viejo Paco”. Durante este periodo quienes reclamaban con intensidad 
una respuesta más contundente por parte de las agencias estatales eran los 
principales perjudicados: los dirigentes sindicales y empresarios de la re-
gión. Del lado de los sindicatos, la región Lambayeque contaba con la pre-
sencia de dos federaciones: el sindicato Provincial, afiliado a la FTCCP, y el 
sindicato Regional, que fue creado en pleno boom de la construcción. En un 
contexto en el cual “La Gran Familia” expandía su control sobre casi todas 
las actividades ilegales de la región e infiltraba las instituciones estatales, 
la mafia se introdujo en el sindicato Regional buscando tener el monopo-
lio de la extorsión a las empresas constructoras.92 Sin embargo, la oposición 
del sindicato Provincial a ceder su participación en las obras fue el punto de 
partida de una ola de violencia en Chiclayo contra los miembros de este sin-
dicato,93 llegando incluso a darse el asesinato de los más altos dirigentes de 
la organización.94

Del lado de los empresarios, las extorsiones de la mafia se convirtieron en 
un hecho recurrente. Según los representantes y socios la filial regional de 
CAPECO, los cupos y cuotas que exigía “La Gran Familia” no eran denuncia-
dos por temor a las represalias. Incluso, esta sensación de desprotección e 
inseguridad llevó a los constructores a considerar de antemano el dinero que 
debían destinar a pagar por este concepto en el cálculo del costo de las obras.95 

92  Semanario Expresión (14 de diciembre de 2012). PNP puso fin a las andanzas del 
temible “Viejo Paco”. Recuperado de https://goo.gl/zXsYZF

93  Wilmer Zegarra, comunicación personal, Chiclayo, 27 de noviembre de 2014. 
También ver La República (2 de junio de 2012). Lambayeque: 23 obreros de construc-
ción civil fueron asesinados desde el 2010 . Recuperado de https://larepublica.pe/ar-
chivo/635679-lambayeque-23-obreros-de-construccion-civil-fueron-asesinados-des-
de-el-2010/

94  El más importante durante este periodo fue el asesinato de Rubén Soberón Estela, 
Secretario General Adjunto del Sindicato de Chiclayo, en agosto de 2012. 

95  Mario Pérez, comunicación personal, Chiclayo, 27 de noviembre de 2014; Hever de 

https://goo.gl/zXsYZF
https://larepublica.pe/archivo/635679-lambayeque-23-obreros-de-construccion-civil-fueron-asesinados-desde-el-2010/
https://larepublica.pe/archivo/635679-lambayeque-23-obreros-de-construccion-civil-fueron-asesinados-desde-el-2010/
https://larepublica.pe/archivo/635679-lambayeque-23-obreros-de-construccion-civil-fueron-asesinados-desde-el-2010/
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Finalmente, del lado policial, al igual que en Lima antes de la llegada de la 
DIVPROC, la respuesta contra este fenómeno era fragmentada y esporádica. 
Según las autoridades policiales, la Región Policial Nor-Oriente no contaba 
con el personal suficiente para realizar operativos frente a la violencia en 
obras.96 Del mismo modo, la División de Investigación Criminal (DIVINCRI) 
de Chiclayo era frecuentemente sobrepasada, quedando irresueltos la ma-
yoría de los casos de homicidios por falta de policías dedicados a la investi-
gación de estos crímenes. 

A pesar de este ambiente de inseguridad, a partir de diciembre de 2012 la 
situación empezó a cambiar gracias a la captura del Viejo Paco y la conse-
cuente desarticulación de su banda.97 La dimensión de la red criminal de 
“La Gran Familia” y su presencia en distintas actividades criminales, aparte 
de la extorsión, había levantado las alarmas de distintas agencias judicia-
les y policiales de Lima, las cuales ante esta situación prepararon la captu-
ra de su cabecilla: entre ellas, la DIVPROC y La Dirección de Investigación 
Criminal (DIRINCRI), las cuales colaboraron en la labor de inteligencia; y 
la Unidad Antisecuestros de Lima, la Dirección de Operaciones Especiales 
(DINOES) y la Fiscalía Nacional contra el Crimen Organizado, que se encar-
garon de la ejecución del operativo. 

No obstante, este hecho se dio en Chiclayo dentro de un contexto en el cual 
la Policía, el Gobierno Regional, CAPECO Lambayeque y los sindicatos afilia-
dos al sindicato Provincial habían empezado a articular sus esfuerzos para 
contener el avance del fenómeno. Del lado de la cámara constructora y la 
PNP, durante ese año, ambas organizaciones buscaron tomar un rol más ac-
tivo contra las extorsiones. Desde CAPECO Lambayeque, la percepción de 
éxito que tenía la DIVPROC en la capital condujo a sus dirigentes a pedir la 
asesoría de la filial de CAPECO en Lima. Según los testimonios recogidos,98 
contaron con Pedro Péndola como uno de los principales asesores y, siguien-
do sus indicaciones, CAPECO Lambayeque solicitó a las autoridades policia-

los Ángeles, comunicación personal, Chiclayo, 1 de diciembre de 2014.

96  Clubber Aliaga, comunicación personal, Chiclayo, 28 de noviembre de 2014. 

97  La República (11 de diciembre de 2012). Capturan al Viejo Paco, jefe de banda de ex-
torsionadores y sicarios en Chiclayo. Recuperado de https://goo.gl/2kSj3v 

98  Mario Pérez, comunicación personal, Chiclayo, 27 de noviembre de 2014.

https://goo.gl/2kSj3v%20
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les de la región crear una división especializada en el tratamiento de este 
fenómeno. Asimismo, CAPECO Lambayeque solicitó al MININTER el ingreso 
de instituciones policiales y judiciales de Lima para frenar las extorsiones 
en las obras. Como resultado, la DIVPROC Lambayeque fue creada en agosto 
de 2012.99 De manera análoga a lo sucedido en Lima, CAPECO Lambayeque 
comenzó a proporcionar a la DIVPROC recursos, como equipos y repuestos; 
ello dentro de su alcance financiero dado que las empresas afiliadas a CAPE-
CO Lambayeque no tenían la misma capacidad que las limeños.100

Por otra parte, debe también considerarse el trabajo de los sindicatos afilia-
dos al sindicato Provincial y el Gobierno Regional de Lambayeque. También 
en agosto de 2012,101 antes de la captura del Viejo Paco, el Gobierno Regio-
nal instaló una Mesa de Diálogo del sector Construcción Civil. En sus inicios 
la mesa funcionó en medio de fricciones entre los principales sindicatos, 
entre acusaciones de criminalidad en ambos lados y dentro de un contexto 
en el que durante ese año se venían contando hasta 23 asesinatos de di-
rigentes y obreros vinculados al sector. Después de la captura de la “Gran 
Familia” y el destape de los vínculos de la mafia con los sindicatos, contan-
do además con la presión del sindicato Provincial,102 el Gobierno Regional 
accedió a crear como requisito para la renovación de la licencia sindical un 
padrón de miembros que obligara a retirar a los de obreros que tenían ante-
cedentes penales o eran solicitados por la justicia.103 Bajo la presión de una 
policía que continuaba investigando, los sindicatos –incluyendo el Sindica-
to Regional, que había sido infiltrado por el Viejo Paco– se comprometieron 
a autodepurarse. Sin embargo, como consecuencia de esta política, de 45 

99  Agencia Andina (13 de agosto de 2012). Crean unidad de protección de obras civiles 
en Lambayeque. Recuperado de https://andina.pe/agencia/noticia-crean-unidad-poli-
cial-proteccion-obras-civiles-lambayeque-424307.aspx

100  Mario Pérez, comunicación personal, Chiclayo, 27 de noviembre de 2014.

101  Gobierno Regional de Lambayeque (10 de agosto de 2017). Mesa de diálogo de 
construcción civil conmemoró quinto aniversario de instalación. Recuperado de https://
www.regionlambayeque.gob.pe/web/noticia/detalle/23112?pass=MTMwNw%3D%3D

102  Wilmer Zegarra, comunicación personal, Chiclayo, 27 de noviembre de 2014.

103  Jorge Rojas, comunicación personal, Chiclayo, 1 de diciembre de 2014.
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sindicatos registrados al año 2006, hacia el 2013 el número se redujo a solo 
23 sindicatos habilitados.104

El Callao

En contraste con el caso anterior, en la región Callao la violencia en el sec-
tor construcción civil no logró aminorar durante el período. A pesar de en-
contrarse anexa a Lima Metropolitana, debido a limitaciones instituciona-
les dentro de la PNP y en simultáneo a arreglos políticos entre el Gobierno 
Regional y las bandas criminales, en esta región no logró articularse una 
respuesta similar que conllevara a la creación de una unidad policial espe-
cializada. Por el contrario, los factores mencionados proporcionaron un am-
biente favorable para la criminalidad, la cual logró persistir. 

Durante el período señalado, los actores entrevistados para este estudio 
coincidieron en indicar que la inseguridad en las obras en esta región estuvo 
directamente relacionada con la incapacidad de la policía para brindarles 
protección.105 De manera específica, la organización de la institución duran-
te este periodo impedía que la DIVPROC pueda ingresar a operar en el Cal-
lao. Siendo la DIVPROC dependiente de la Dirección Territorial de la Policía 
(DIRTEPOL) del ámbito de Lima Metropolitana, las acciones de la división no 
podían desarrollarse en la jurisdicción de la DIRTEPOL Callao. Mientras que 
en otras regiones policiales fueron creadas otras DIVPROC para solucionar 
este impase, como fue visto en el caso de Lambayeque, en el Callao no hubo 
una iniciativa similar. En ese sentido, esta deficiencia fue aprovechada por 
el crimen organizado para dominar el sector.106

La impasividad ante la acción de las mafias en el Callao habría estado condi-
cionada por los arreglos entre el Gobierno Regional y el crimen organizado. 
Es preciso señalar de antemano que la región se caracteriza por sus altos ín-

104  Idem.

105  Carlos Mejía, comunicación personal, Lima, 20 de octubre de 2014; Pedro Péndola, 
comunicación personal, Lima, 28 de febrero de 2017; Ricardo Munaylla, comunicación 
personal, Lima, 25 de marzo de 2015; José Saavedra, comunicación personal, Lima, 17 de 
octubre 2014.  

106  Comisión Multisectorial, 2010, p. 42.
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dices de percepción de inseguridad107 y por ser escenario frecuente de dis-
putas en torno al control de las actividades ilegales en el puerto, el mayor 
acceso marítimo al Perú. En este contexto, como sostiene Rojas,108 el partido 
político en control del Gobierno Regional, Chim Pum Callao, habría estable-
cido un esquema clientelar con las mafias, logrando controlar la delincuen-
cia teniéndola de su lado. Dentro de este esquema, las autoridades regiona-
les habrían utilizado como agentes de protección y fuerza de choque político 
a los operadores de las organizaciones criminales a cambio de un amparo e 
impunidad en torno a sus actividades ilegales;109 entre ellas, las extorsiones 
a las obras de construcción civil. Bajo este arreglo, Chim Pum Callao habría 
logrado mantenerse por más de una década en el poder regional.

Desde el lado de las empresas constructoras, según relata Péndola,110 en el 
Callao era imposible operar al margen de este ambiente favorable a la crimi-
nalidad. Las empresas medianas y pequeñas eran víctimas constantes de las 
amenazas y extorsiones en la región; sin protección policial, los empresarios 
optaban por calcular previamente un porcentaje del costo de las obras asig-
nado a pagar las extorsiones o por abstenerse de invertir. Durante el perío-
do analizado se desarrollaron grandes obras de infraestructura que fueron 
financiadas por el gobierno regional o central. No obstante, según su relato, 
en ellas habrían estado involucradas empresas y sindicatos paralelos alia-
dos con las autoridades del Callao.

Finalmente, es preciso señalar las principales víctimas de este fenómeno en 
el Callao fueron los sindicatos formales. Desde la FTCCP también se sostiene 
que la relación de las autoridades regionales con el crimen organizado habría 

107  La percepción de inseguridad en la región en el periodo enero-junio 2014 superó el 
85% de la población encuestada. Véase INEI, 2014, p. 94.

108  Rojas, 2015; 2016.

109  Ídem. Según Rojas, uno de los mecanismos habría sido la contratación de miembros 
de las organizaciones criminales en la planilla de trabajadores municipales o regionales; 
en especial, en la Empresa de Servicio de Limpieza Municipal (SLIMP). A través de ello, 
los operadores habrían contado con una coartada legal ante la vigilancia de la policía. Un 
diagnóstico similar –para el caso de la región Ancash– se encuentra en Melgar, 2017.

110  Pedro Péndola, comunicación personal, Lima, 28 de febrero de 2017.
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sido una de las principales causas del aumento y persistencia de las extor-
siones y la violencia en las obras111. Según su relato, se habría favorecido la 
creación sindicatos paralelos, ligados a mafias, como forma de contrarrestar 
la capacidad de movilización política de la FTCCP en el Callao. Esta situación 
habría dado lugar a enfrentamientos territoriales, asesinatos a sus dirigen-
tes112 y un estado de constante amenaza su hacia sus afiliados, ocasionado la 
perdida de sus bases en la región. Esta situación llevó en consecuencia a que 
los sindicatos paralelos tomen el control de las obras del sector. 

Conclusiones

El artículo ha ilustrado, a través de un estudio de caso, el rol complejo del 
sector privado en la respuesta policial a retadores estatales. En el contexto 
del “boom” de los recursos, grandes empresarios han sido fortalecidos a raíz 
del dinamismo de la economía. Sin embargo, el boom también fortaleció a 
actores ilegales: en determinados espacios y sectores, como en las obras de 
construcción, estos grupos, mafias de extorsionadores bajo la fachada de 
sindicatos, suponían, además de una amenaza a las ganancias de los em-
presarios, un desafío al monopolio extractivo del Estado. La PNP fue inicial-
mente sobrepasada por la dinámica de estos nuevos retadores, mientras que 
los empresarios, principalmente medianos, no tenían los recursos suficien-
tes para garantizar por sí mismos la protección de sus obras.  

En estas circunstancias, los empresarios podrían tener incentivos para pre-
sionar por una respuesta por parte del Estado. Nuestro estudio de caso mues-
tra, no obstante, que el involucramiento de los privados obedece a diversos 
factores, más allá del poder de influencia del capital sobre el Estado. Así, en 
el artículo destacamos los vínculos entre empresarios de la construcción y 
mandos medios de la policía peruana, como ejemplo de un determinante de 
la participación empresarial. Los vínculos explican por qué los empresarios 
pudieron impulsar sus demandas a través de las continuas interacciones 
entre empresarios y mandos medios de la policía. Así, incentivaron la con-

111  Chahua, 2013.

112  Según la FTCCP fueron asesinados en 2012 los dirigentes Armando Viera Rosales y 
Guillermo Yacila Ubilús, secretario de organización y secretario general adjunto del Sin-
dicato de Trabajadores de Construcción Civil del Callao, base de la FTCCP. 
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fianza de los empresarios para entregar información y recursos de forma 
focalizada, de modo que fortalecieron el trabajo de inteligencia. 

Nuestro estudio nos permite avanzar en la comprensión del papel de la ac-
tividad empresarial en la puesta en marcha de respuestas estatales: cómo 
una determinada forma de articulación Estado-sociedad contribuye a en-
frentar a retadores fortalecidos por el boom en un contexto de debilidad ins-
titucional. Creemos, en ese sentido, que el estudio puede realizar dos con-
tribuciones. Por un lado, el caso permite resaltar las dinámicas “micro” de 
las relaciones entre empresa y Estado. La influencia del empresariado no se 
restringe a la etapa de elaboración de una política favorable a sus intereses, 
sino que interviene en la producción misma de una respuesta. La firma de 
convenios que garanticen la provisión privada de recursos administrativos 
a cambio de protección ilustra una forma alternativa por la que los empresa-
rios impulsan sus intereses, aun sin capturar del todo el aparato del Estado. 
Del lado opuesto, nuestro estudio muestra cómo el Estado no responde de 
modo claro y contundente a su propia amenaza sin el apoyo fundamental 
del sector privado: la respuesta a los desafiantes se construyó a través del 
Estado y no desde este. El artículo, en esa línea, encaja dentro de la literatura 
que discute las fuentes sociales de la regulación más allá de la capacidad es-
tatal, adaptando este marco a la provisión de seguridad ciudadana. 

Reconocemos, no obstante, una serie de limitaciones. Primero, el poder ex-
plicativo de nuestro factor determinante, los vínculos, se limita a determi-
nados momentos, en los cuales actores puntuales generan alianzas soste-
nibles que garanticen la implementación de respuestas públicas y eficaces. 
El involucramiento de los empresarios a través de los vínculos también 
está condicionado a otros factores, como la ausencia o presencia de un am-
biente político favorable a la criminalidad. Segundo, cuando la respuesta 
es efectiva, el efecto inesperado es la migración de las redes de extorsiona-
dores a otros territorios, utilizando otras modalidades de extorsión, me-
nos visibles y que demandan no solo recursos del sector privado, sino polí-
ticas más integrales. Finalmente, aunque en el artículo no profundizamos 
en la naturaleza de la respuesta, señalamos que se trata de la provisión de 
un bien club local, limitada a la defensa de las obras de los grandes em-
presarios. Los retadores pueden extraer recursos de ciudadanos en otros 
rubros, más diversos, como colegios, pequeñas empresas y comercios, que 
no cuentan con las condiciones para sostener soluciones concretas, y para 
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quienes hasta ahora la única respuesta posible es la protección desarticu-
lada y poco adaptativa del Estado.   

Fecha de recepción: 15 de marzo de 2018

Fecha de aprobación:12 de marzo de 2020
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Luis Villanueva, dirigente de la FTCCP, 13 de noviembre de 2014.

José Chagua, asesor de la FTCCP, 20 de octubre de 2014.

Carlos Mejía, asesor de la FTCCP, 20 de octubre de 2014. 

Walter Piazza, presidente ejecutivo de COSAPI, 18 de marzo de 2015.

Pedro Péndola, directivo de CAPECO, 28 de febrero de 2017.

Víctor Gandolfo, asesor de seguridad de CAPECO, 14 de octubre de 2014.

Coronel (r) Ricardo Munaylla, ex jefe de la DIVPROC, 25 de marzo de 2015.

Coronel José Saavedra Saavedra, ex jefe de la DIVPROC, 17 de octubre 2014.

Wilmer Zegarra, Secretario de Organización del sindicato Provincial de 
Construcción civil de Chiclayo, 27 de noviembre de 2014.

Hever de los Ángeles, exdecano del Colegio de Arquitectos de Lambayeque, 1 
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